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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO DE PETICIÓN / FALTA DE COMPETENCIA PARA EMITIR RESPUESTA

DERECHO DE PETICIÓN – Concepto.

… El derecho de petición se garantiza con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta congruente, completa y de fondo; que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario, que respete los términos de tiempo que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario, ningún efecto produciría. Todo ello, al margen del sentido de la respuesta, esto es que, en todo caso, puede ser favorable o desfavorable…

RESPUESTA DE PRIORIZACIÓN – Constituye respuesta válida y satisface el derecho de petición, siempre que no se aleguen y demuestren circunstancias especiales de protección.

…con toda claridad, se le explicó que a su caso se le había aplicado el criterio técnico de priorización en el 2023, cuyo resultado que no fue favorable para el pago en esta vigencia, por ello, se volvió a aplicar en el año 2024, y se está a la espera del resultado, y en todo caso, se le dijo que si está soportando un estado de grave vulnerabilidad podía hacerlo saber para examinar si el desembolso de su indemnización debía ser priorizada.  En suma, fue un desacierto imponerle a la UARIV establecer una fecha probable para el pago de la indemnización “(…) porque según el […] entendimiento de esta Corporación, que halla fundamento en lo que enseña el Auto 209/17, en este tipo de eventos, a la judicatura le compete, en principio y a menos que se demuestren situaciones de extrema vulnerabilidad, verificar que la UARIV les responda a los interesados de manera concreta y sin evasivas sobre la realización del Método Técnico de Priorización, y los resultados que en cada caso específico arrojen.”
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ST2-0017-2025
Asunto

: Sentencia de Tutela en Segunda Instancia


Accionante

: Claudia Liselly Correa Echavarria
Accionado
: Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Victimas – UARIV - 
Procedencia
: Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía
Radicación

: 665943189001-2024-00234-01 (4903)
Temas


:  Priorización indemnización Administrativa
Mag. sustanciador
: Jaime Alberto Saraza Naranjo
Aprobada en sesión
:  28 del 30 de enero de 2025
treinta (30) de enero de dos mil veinticinco (2025)
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta contra la sentencia del 28 de noviembre de 2024, proferida por Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, en esta acción de tutela iniciada por Claudia Liselly Correa Echavarría frente a la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV-. 
1. Antecedentes
1.1. Narró la demandante que es madre cabeza de hogar y víctima de conflicto armado por desplazamiento forzado, por ello, el 18 de octubre de 2024 presentó ante la accionada una petición para que se adelanten los trámites administrativos necesarios para que se haga efectivo su derecho a la reparación integral como víctima.   
Refirió que la demandada no le ha informado una fecha para el desembolso de la indemnización administrativa de la que es acreedora.
Pidió, entonces, ordenarle a la UARIV pagarle la indemnización o la entrega de las ayudas humanitarias
 

1.2. El juzgado de primera instancia dio impulso a la tutela con auto del 16 de septiembre de 2024, allí fue vinculada la Dirección Técnica de Reparación de la UARIV.

1.3. La entidad encausada,
 expuso que, ya le dio contestación a la solicitud de la actora, y adujo que “(…) mediante alcance Lex 8305234 se amplió la información relacionada con la aplicación del método técnico de priorización vigencia 2024, la imposibilidad de brindad una fecha cierta de pago y la suspensión de la medida de atención humanitaria.” 

En cuanto a la solicitud de medida de atención humanitaria, refirió que “(…) la misma fue atendida de acuerdo con la estrategia implementada por la Unidad para las Víctimas denominada “procedimiento de medición de carencias”, prevista en el Decreto 1084 de 2015. En consecuencia, dicha determinación, fue debidamente motivada mediante Resolución No. Dirección: Carrera 85D No. 46A-65 Bogotá, Colombia Página 3|3 Conmutador: +57 (601) 426 11 11 Línea Gratuita: (+57) 01 8000 911119 0600120234255309 de 2023 notificada el 6 de febrero de 2024 por la Unidad para las Víctimas denominada “procedimiento de medición de carencias”, prevista en el Decreto 1084 de 2015. En consecuencia, dicha determinación, fue debidamente motivada mediante Resolución No. 0600120234255309 de 2023 notificada el 6 de febrero de 2024 “Por la cual se suspende definitivamente la entrega de los componentes de la atención humanitaria”.
1.4. Sobrevino el fallo de primer grado que concedió el amparo, ordenándosele a la accionada “priorizar el pago de la indemnización administrativa para Claudia Liselly Correa Echavarría, atendiendo su condición de madre cabeza de hogar, la cual deberá hacerse efectiva en el término de treinta (30) días contados a partir de la notificación de esta decisión”
.
1.5. Impugnó la UARIV
, insistiendo en que en el caso particular, “no se encuentra acreditada una situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad de las establecidas en el artículo 4 de la Resolución 1049 de 2019 y primero de la Resolución 582 de 2021, esto es: i) tener más de 68 años de edad, o, ii) tener enfermedad huérfana, de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo definidas como tales por el Ministerio de Salud y Protección Social, o iii) tener discapacidad que se certifique bajo los criterios, condiciones e instrumentos pertinentes y conducentes que establezca el Ministerio de Salud y Protección Social o la Superintendencia Nacional de Salud”.
Agregó que, sin un resultado favorable en el Método Técnico de Priorización, no puede realizar el pago o indicar el plazo de pago, pues se trata de un procedimiento que es transparente, equitativo e igualitario, el cual orienta el desembolso de la indemnización teniendo en cuenta el número significativo de víctimas y su disponibilidad presupuestal.  
2. Consideraciones
2.1. Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 
Haciendo uso de tal prerrogativa, acude ante el juez constitucional la señora Correa Echavarría, en procura de la protección de los derechos fundamentales que invocó, presuntamente amenazados por la UARIV, que se niega a reconocerle con prontitud una indemnización administrativa de la cual es acreedora.   
2.2. Procedencia de la tutela:
La legitimación por activa se cumple, pues la accionante es la beneficiaria de la indemnización administrativa cuyo desembolso se ruega y fue quien elevó la petición de marras. Lo mismo sucede por pasiva porque está vinculada la Dirección Técnica de Reparaciones de la UARIV, que dio contestación a dicha solicitud.

La inmediatez también se satisface, porque la petición para que se agilice el desembolso de la indemnización se envió el pasado 18 de octubre de 2024
, y esta tutela se radicó, oportunamente, el 14 de noviembre siguiente
, esto es, dentro del plazo de 6 meses que, como razonable, tiene establecido la Corte Constitucional
.  

Y la subsidiariedad igualmente, ya que la acción de tutela es el mecanismo idóneo para propiciar la protección al derecho fundamental de petición (Art. 23 CN). 

2.3. Ahora bien, se sabe que el derecho fundamental de petición se garantiza con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario, que respete los términos de tiempo que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario, ningún efecto produciría. Todo ello, al margen del sentido de la respuesta, esto es que, en todo caso, puede ser favorable o desfavorable
.
2.4. En el caso concreto está probado que: 

(i) ante la petición de desembolso de la accionante, la UARIV emitió una primera contestación, el 23 de octubre de 2024
, en la que manifestó lo siguiente:

“(…)
En el procedimiento para reconocer y otorgar la medida de indemnización administrativa, adoptado mediante la Resolución 1049 de 2019, se estableció en el artículo 14 que en el caso que proceda el reconocimiento de la indemnización y la víctima no haya acreditado alguna de las situaciones de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, el orden de priorización para la entrega de la medida se definirá a través de la aplicación del Método Técnico de Priorización, atendiendo siempre a la disponibilidad presupuestal con la que cuente la Unidad para las Víctimas [en adelante la Unidad].
En ese orden de ideas, la Unidad, mediante Resolución No 04102019-172912 del 21 de diciembre de 2019, decidió la solicitud de indemnización administrativa con radicado 2901694-13189955, reconociendo el derecho a la medida por el hecho victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO, a la(s) persona(s) que se describe(n) a continuación y, a su vez, ordenó dar aplicación al Método Técnico de Priorización para determinar el orden del desembolso de la medida, de manera proporcional a los recursos apropiados en la respectiva vigencia fiscal, ya que, para la fecha del reconocimiento, no se acreditó una de las situaciones descritas como de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad para priorizar la entrega. 
	NOMBRE COMPLETOS Y APELLIDOS
	TIPO DE DOCUMENTO
	NÚMERO DE DOCUMENTO
	PARENTESCO CON EL JEFE DE HOGAR 
	PORCENTAJE DE LOS SALARIOS RECONOCIDOS

	DOS CLAUDIA LISELLY CORREA CHAVARRIA
	CEDULA DE CIUDADANIA
	1037449812
	HIJO(A)
	20.00



(…) Así las cosas, luego de haber efectuado este proceso técnico, se concluyó que en atención a la disponibilidad presupuestal con la que cuenta la Unidad y al orden definido por la ponderación de cada una de las variables descritas, NO es procedente materializar la entrega de la medida indemnizatoria respecto de (de los) integrante(s) relacionado(s) en la solicitud con radicado 2901694-13189955, por el hecho victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO. Lo anterior, debido a que la ponderación de los componentes arrojó como resultado el valor de 24.6185
(…)
Por lo anterior, al no ser posible realizar el desembolso de la medida de indemnización en la presente vigencia en razón al resultado del Método Técnico y la disponibilidad presupuestal, la Unidad procederá a aplicar cada año este proceso técnico hasta que el resultado permita el desembolso de su indemnización administrativa, puesto que, en ningún caso, el resultado obtenido es acumulado para el siguiente año. 
Cabe resaltar que, si se llegara a contar con uno de los tres criterios de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad contenidos en los artículos 4 de la Resolución 1049 de 2019 y 1 de la Resolución 582 de 26 de abril de 2021, podrá adjuntar en cualquier tiempo la certificación y/o documentos necesarios con los requisitos establecidos, para priorizar la entrega de la medida
(ii) Con el escrito de demanda, se aportó una respuesta del 29 de octubre de 2024
, en la que se le indicó: 
“Atendiendo su petición, se informa que se realizó la actualización en el Registro Único de Victimas, de acuerdo con los documentos aportados, por el fallecimiento de LUIS ALFREDO CORREA CHAVARRIA y LUZ TERESITA CHAVARRIA SEPULVEDA, así mismo se generó la redistribución de los porcentajes de la indemnización administrativa entre los destinatarios, quedando un 25% para cada miembro actual del núcleo familiar; sin embargo, se aclara que el oficio no será actualizado hasta que se realice una nueva aplicación del Método Técnico de Priorización.
Así mismo, le informamos que no es posible la entrega de la Atención Humanitaria, considerando que, tras realizar el procedimiento de identificación de carencia a su hogar, no hubo carencias en los componentes de alimentación y alojamiento.

El resultado de este procedimiento está soportado en la resolución número 0600020223425309, emitido en la fecha 20 de diciembre de 2023 y notificado el 06 de febrero de 2024, respecto del cual no se interpusieron recursos de reposición ni apelación ante el Director Técnico de Gestión Social y Humanitaria en los 30 días siguientes a su notificación”.

(iii) Luego, el 16 de noviembre de 2024
, la UARIV amplió su contestación. Allí se le informó lo siguiente: 
“(…) relación a la aplicación del método técnico de priorización en la presente vigencia, la Unidad para las Víctimas, hasta antes de finalizar la presente anualidad, le informará el resultado de la aplicación del Método Técnico de Priorización, así como también, si es posible o no materializar la entrega de la indemnización administrativa. 
Lo anterior, debido a que no se acreditó ninguna de las situaciones descritas en el artículo 4 de la Resolución 1049 de 2019 y 1 de la Resolución 582 de 2021 como de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, por consiguiente, se debió dar aplicación al Método Técnico de Priorización para determinar el orden de entrega de la indemnización, teniendo en cuenta: i) la medición de las variables demográficas, socioeconómicas, de caracterización del daño, y de avance en el proceso de reparación integral; ii) el presupuesto asignado a la entidad en la respectiva vigencia fiscal y iii) el número de víctimas destinatarias de este proceso técnico en la presente anualidad. 
En consecuencia, de acuerdo con las disposiciones establecidas en la Resolución 1049 de 2019 y luego de todas las gestiones técnicas y operativas que se realizaron con el apoyo de la Red Nacional de Información, la Unidad para las Víctimas, el 08 de mayo de 2024, procedió a dar aplicación al Método Técnico de Priorización a la totalidad de víctimas que al finalizar el 31 de diciembre de año inmediatamente anterior contaban con decisión de reconocimiento del derecho a la medida de indemnización, así como también a aquellas personas que no obtuvieron un resultado favorable en la aplicación de este proceso técnico en las vigencias 2020, 2021, 2022 y 2023.

Así las cosas, de acuerdo con el resultado obtenido de la medición del Método Técnico de Priorización, la entidad deberá determinar quiénes son las personas que cuentan con un resultado favorable con el fin de realizar la asignación de los recursos por concepto de indemnización administrativa, de conformidad con los montos establecidos en la normatividad vigente para cada hecho victimizante y las características particulares de cada caso. Por otra parte, quienes obtengan un resultado no favorable deberán ser remitidos nuevamente a la aplicación del Método en la siguiente vigencia. Cabe señalar que el resultado será comunicado al grupo familiar una vez se cuente con el respectivo oficio.

Por lo anterior, no es procedente indicarle fecha cierta de pago de indemnización administrativa ni entrega de carta cheque, lo anterior teniendo en cuenta que se debe ser respetuoso del debido proceso y el procedimiento establecido en la Resolución 1049 de 2019 y, para su caso no se encuentra criterio de priorización acreditado.
2.5. De frente a ese derrotero es claro que, para cuando se promovió esta demanda, se encontraba vulnerado el derecho fundamental de petición de la actora porque la UARIV había excedido el término de 15 días hábiles con el que contaba para resolver de fondo su solicitud. 

Sin embargo, distinto a lo que se consideró en primera instancia, esta colegiatura estima que, con las respuestas que se le notificó a la accionante el 16 de noviembre de 2024
, cesó la transgresión porque se le ofreció una respuesta de fondo a su reclamo. 

En efecto, con toda claridad, se le explicó que a su caso se le había aplicado el criterio técnico de priorización en el 2023, cuyo resultado que no fue favorable para el pago en esta vigencia, por ello, se volvió a aplicar en el año 2024, y se está a la espera del resultado, y en todo caso, se le dijo que si está soportando un estado de grave vulnerabilidad podía hacerlo saber para examinar si el desembolso de su indemnización debía ser priorizada. 

En suma, fue un desacierto imponerle a la UARIV establecer una fecha probable para el pago de la indemnización “(…) porque según el […] entendimiento de esta Corporación
, que halla fundamento en lo que enseña el Auto 209/17, en este tipo de eventos, a la judicatura le compete, en principio y a menos que se demuestren situaciones de extrema vulnerabilidad, verificar que la UARIV les responda a los interesados de manera concreta y sin evasivas sobre la realización del Método Técnico de Priorización, y los resultados que en cada caso específico arrojen.”

En este caso no está demostrado que la accionante esté soportando situaciones calamitosas, tampoco está acreditado que le hubiera comunicado tales circunstancias a la UARIV, y entonces, es impertinente impedirle a la entidad acusada seguir el trámite ordinario y los parámetros del método técnico de priorización porque “Ese es precisamente el objeto del trámite pendiente de realizar y su resultado debe ponderarse conforme a la disponibilidad presupuestal y el cúmulo de beneficiarios pendientes del pago, para establecer si puede entregarse; por lo tanto, se revocará este aspecto del fallo rebatido”
. 

Por lo expuesto, se revocará el fallo de primera instancia en el que se concedió la protección, para en su lugar declarar la carencia actual de objeto por hecho superado. 

2.6 Ahora, en cuanto a la pretensión tendiente a que se ordene la entrega de las ayudas humanitarias a las víctimas de desplazamiento forzado, es preciso advertir que, el Decreto 1084 de 2015 y la Resolución 1645 de 2019, son las normas que regulan, entre otros, el proceso de identificación de carencias, el monto y la frecuencia de los subsidios para quienes resulten beneficiarios, y  la temporalidad de la subvención.
Este último aspecto les interesa, especialmente, a aquellas personas que, habiendo sido reconocidas como víctimas de desplazamiento forzado, vienen recibiendo ayudas humanitarias porque, eventualmente, puede suceder que superen la situación de vulnerabilidad derivada de ese hecho victimizante; al respecto, el artículo 2.2.6.5.5.5. de la citada Resolución explica:

Se entenderá que una persona víctima del desplazamiento forzado ha superado la situación de vulnerabilidad originada en dicho hecho victimizante cuando se ha estabilizado socioeconómicamente. Para ello se tendrá en cuenta la medición de los derechos a la identificación, salud (incluye atención psicosocial), educación, alimentación, generación de ingresos (con acceso a tierras cuando sea aplicable), vivienda y reunificación familiar, según los criterios del índice global de restablecimiento social y económico, sea que lo haya hecho con la intervención del Estado o por sus propios medios.

Además, la misma norma expone que, una de las consecuencias de superar el estado de vulnerabilidad, es la suspensión definitiva de la ayuda humanitaria, sobre lo cual, el artículo 2.2.6.5.5.10., reza:

La entrega de los componentes de la atención humanitaria se suspenderá de manera definitiva en cualquiera de los siguientes casos:

1. Hogares cuyos miembros no presentan carencias en los componentes de alojamiento temporal y alimentación de la subsistencia mínima.

2. Hogares cuyos miembros cuentan con fuentes de ingreso y/o capacidades para generar ingresos que cubran, como mínimo, los componentes de alojamiento temporal y alimentación.

3. Hogares cuyas carencias en los componentes de la subsistencia mínima no guarden una relación de causalidad directa con el hecho del desplazamiento forzado y obedezcan a otro tipo de circunstancias o factores sobrevinientes.

4. Hogares que hayan superado la situación de vulnerabilidad en los términos del artículo 2.2.6.5.5.5. del presente Decreto.

5. Hogares cuyo desplazamiento haya ocurrido con una anterioridad igual o superior a diez (10) años, con respecto a la fecha de solicitud y que a la luz de la evaluación de su situación actual practicada por la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, no se encuentren en la situación de extrema urgencia y vulnerabilidad a que se refiere el artículo 2.2.6.5.4.8 del presente Decreto.

6. Hogares que manifiesten de manera voluntaria, libre, espontánea y consciente a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las víctimas, que consideran que no presentan carencias en subsistencia mínima, sin perjuicio de que dicha entidad realice la verificación respectiva con las herramientas pertinentes.

Finalmente, el 2.2.6.5.5.11., dispone que los actos administrativos, mediante los cuales, la UARIV decida sobre la suspensión definitiva de la atención humanitaria y de la declaración de superación de la situación de vulnerabilidad, deben ser debidamente motivados, y tendrán que ser notificados conforme al CPACA. 

2.7. En el caso concreto se tiene: 

(i) Mediante la Resolución número 0600120234255309 de 2023 La Directora Técnica de Gestión Social y Humanitaria
, decidió “Suspender definitivamente la entrega de los componentes de la atención humanitaria al hogar representado por el (la) señor(a) CLAUDIA LISELLY CORREA CHAVARRIA (…)”, en consideración a que con  “(…)la información obtenida el resultado de la evaluación a través del cruce administrativo obtenido a través de la Central de Información Financiera (CIFIN ahora TransUnion Netherlands), encargada de llevar el control de todas las actividades bursátiles de crédito realizadas por las personas a través de tarjetas de crédito o apertura de cuentas corrientes o ahorros, se evidenció que CLAUDIA LISELLY CORREA CHAVARRIA, adquirió(eron) dichos productos crediticios por un monto superior a dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes SMLMV el día 29 de noviembre de 2016”. Además, que, “el resultado de la medición realizada, su hogar tiene cubiertos los componentes de alimentación básica y alojamiento temporal, de subsistencia mínima, sea porque los provea por sus propios medios y/o a través de distintos programas ofrecidos por el Estado.”
(ii) Esa decisión fue notificada de manera personal a la accionante, el día 6 de febrero de 2024
. 
(iii) Luego, cuando ya habían transcurrido alrededor de 8 meses, la señora Correa Echavarria elevó una petición a la UARIV, solicitando hacerle “llegar la indemnización solicitada o las ayudas humanitarias”.
(iv) Ello fue negado por la UARIV, comoquiera que las ayudas humanitarias para su hogar fueron suspendidas de manera definitiva desde diciembre de 2023 y esa decisión había adquirido firmeza, sin embargo, le advirtieron que ella podía “(…) acceder la oferta institucional en los componentes adicionales definidos en la Ruta de Atención, Asistencia y Reparación Integral.”

De frente a lo que acaba de exponerse, es criterio de la Sala que es inexistente la vulneración al debido proceso que se le endilga a la UARIV, porque la contestación que le ofreció a la actora acata los principios y propósitos de las normas que regulan la prestación que ella reclama.

Así se afirma, porque las ayudas humanitarias para las víctimas de desplazamiento forzado no tienen vocación de ser perennes, al contrario, quienes tuvieron que soportar una calamidad de esa índole, acceden a la atención humanitaria mientras presenten carencias en la subsistencia mínima, pero una vez superadas dichas penurias, deberán ser priorizadas para el acceso a las medidas de reparación y particularmente a la medida de indemnización, así como a la oferta estatal aplicable para avanzar en la superación de la situación de vulnerabilidad.

Por ese motivo es que el capítulo quinto del Decreto 1084 de 2015, tiene por objeto, por una parte, establecer los criterios y procedimientos para la entrega de la atención humanitaria de emergencia y transición a las víctimas de desplazamiento forzado, y por otra, también fijar los criterios técnicos para evaluar la superación de la situación de vulnerabilidad derivada de dicho hecho victimizante.

En el caso que hoy es objeto de análisis, la accionante se benefició de ayudas humanitarias con ocasión del desplazamiento forzado del cual fue víctima, pero, asimismo, desde el año 2023, con la anuencia de ella misma, quien no recurrió lo que se decidió en esa oportunidad, se concluyó que ya había superado las carencias de subsistencia mínima, con lo cual, lo procedente era la suspensión de la subvención.

Por esa razón, se adicionará a la sentencia impugnada un numeral, para negar el amparo invocado.

3. Decisión
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley REVOCA la sentencia impugnada y, en su lugar, se DECLARA LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO.
Se ADICIONA un numeral al fallo para NEGAR la la pretensión tendiente a que se le ordene a la UARIV la entrega de las ayudas humanitarias. 
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992. 

Oportunamente, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CARLOS MAURICIO GARCÍA BARAJAS   
DUBERNEY GRISALES HERRERA
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